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La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asun-
to de referencia.

(121) Proyecto de ley

121/000142

AUTOR: Gobierno.

Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para 
perseguir extraterritorialmente el tráfico ilegal o la inmi-
gración clandestina de personas.

Acuerdo:

Teniendo en cuenta el escrito remitido por el Gobierno, 
número de registro 190816, encomendar Dictamen,   
conforme al artículo 109 del Reglamento, a la Comi-
sión de Justicia, solicitando del Gobierno la remisión 
del informe del Consejo General del Poder Judicial tan 
pronto como éste sea remitido por dicho Órgano. Asi-
mismo, publicar en el Boletín Oficial de las Cor-
tes Generales, estableciendo plazo de enmiendas, 
por un período de quince días hábiles, que finaliza el 
día 10 de septiembre de 2007.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publica-
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamento 
de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 19 de junio 
de 2007.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

PROYECTO DE LEY ORGÁNICA POR LA QUE SE 
MODIFICA LA LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE 
JULIO, DEL PODER JUDICIAL, PARA PERSE-
GUIR EXTRATERRITORIALMENTE EL TRÁFICO 
ILEGAL O LA INMIGRACIÓN CLANDESTINA DE 

PERSONAS

El tráfico ilegal y la inmigración clandestina de per-
sonas se encuadra entre los delitos caracterizados no 
sólo por atentar contra valores de carácter humanitario 
considerados esenciales por la Comunidad Internacio-
nal, sino también por la tradicional impunidad derivada 
del escaso empeño mostrado habitualmente en su 
represión por los Estados con más directos vínculos de 
conexión. Además, estamos ante un tipo de criminali-
dad transnacional, ámbito en el cual el factor de impu-
nidad deriva, no tanto de la falta de voluntad de los 
Estados con más vínculos de conexión, cuanto de su 
falta de capacidad para la represión individual de una 
criminalidad generalmente privada, aunque, casi siem-
pre, organizada. 

La Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia organizada Transnacional, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de 
noviembre de 2000, mediante Resolución A/RES/55/25, 
es aplicable a los delitos de tráfico ilegal de personas, en 
cuanto estos se encuentran entre los delitos graves, 
entendiendo por tales la conducta que constituya un deli-
to punible con una privación de libertad máxima de al 
menos cuatro años o con una pena más grave, siempre 
que estos delitos sean de carácter transnacional y entra-
ñen la participación de un grupo delictivo organizado,  
con un propósito que guarde relación directa o indirecta 

BOLETÍN OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES

VIII LEGISLATURA

Serie A:
 22 de junio de 2007 Núm. 142-1PROYECTOS DE LEY

PROYECTO DE LEY

121/000142  Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, para perseguir extraterritorialmente el tráfico ilegal o la inmigración 
clandestina de personas.



Congreso 22 de junio de 2007.—Serie A. Núm. 142-1

2

con la obtención de un beneficio económico u otro bene-
ficio de orden material.

A este respecto hay que tener presente que nuestra 
LOPJ fija la extensión y límites de la jurisdicción espa-
ñola en su artículo 23 , combinando el criterio general 
de  territorialidad que determina su competencia para 
conocer de los delitos cometidos en territorio español 
cualquiera que sea la nacionalidad del sujeto activo de 
los mismos, junto con las excepciones derivadas de los 
principios de personalidad que permite conocer de deli-
tos cometidos fuera del territorio español por españoles 
o extranjeros nacionalizados españoles con posteriori-
dad a la comisión del hecho cuando concurran determi-
nados requisitos que el precepto menciona, real o de 
protección que permite enjuiciar a españoles o extran-
jeros que cometan delitos específicamente citados en el 
artículo que afectan a intereses del Estado, y de univer-
salidad que atribuye la competencia para conocer de los 
delitos previstos en el apartado 4 del precepto indepen-
dientemente del lugar de comisión y sin consideración 
a vínculo alguno de nacionalidad activa o pasiva en 
base a que afecta a bienes jurídicos de los que es titular 
la comunidad internacional en su conjunto. 

De acuerdo con tales criterios, en la actualidad, en el 
supuesto de que una embarcación sea rescatada fuera del 
mar territorial por un buque español, con personas que, 
presuntamente, perseguían entrar en España, al margen 
de los puestos fronterizos habilitados al efecto y care-
ciendo de la documentación oportuna para ello, no será 
posible considerar que los tribunales españoles tengan 
jurisdicción para la instrucción y enjuiciamiento de los 
hechos, salvo si el tráfico de seres humanos detectado en 
aguas internacionales está orientado a la explotación 
sexual de los mismos, a la vista de la expresa previsión 
contenida en el artículo 23.4.e) LOPJ.

No obstante la Convención de 2000, en el mismo 
artículo 15, apartado c), faculta a los Estados parte para 
que puedan establecer su jurisdicción respecto de estos 
delitos de tráfico ilegal o inmigración clandestina, aún 
cuando se cometan fuera de su territorio. Este sería el 
supuesto concreto de la patera o los cayucos intercepta-
dos antes de llegar a las costas españolas,  en definitiva, 
delitos que se consuman con la realización de activida-
des de captación, transporte, intermediación o cualquier 
otra que suponga promoción o favorecimiento de la 

inmigración clandestina o el tráfico ilegal, con indepen-
dencia del resultado conseguido, siendo irrelevante que 
no se concluya la operación de que se trate por causas 
ajenas a la voluntad del agente, tales como la posible 
intervención policial.

España, sin duda, debe adoptar las medidas legisla-
tivas al respecto a fin de enjuiciar este tipo de delitos, 
pues resulta ciertamente difícil dar el necesario trato 
digno a los inmigrantes y proteger plenamente sus 
derechos humanos, a la vista del inabarcable flujo 
migratorio en nuestro país. Flujo que proviene, en gran 
medida, del notable aumento de las actividades de los 
grupos delictivos organizados en relación con el tráfico 
ilícito de inmigrantes, que día a día ponen en peligro su 
vida y su seguridad.

En esta línea se inscribe la presente Ley Orgánica al 
posibilitar la persecución extraterritorial del tráfico ile-
gal o la inmigración clandestina de personas. 

Artículo único. Modificación de la Ley Orgáni- 
ca 6/1985, de 1 de julio, del  Poder Judicial.

Se modifica el apartado 4 del artículo 23 de la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del  Poder Judicial, que 
quedará redactado como sigue:

«4. Igualmente será competente la jurisdicción 
española para conocer de los hechos cometidos por 
españoles o extranjeros fuera del territorio nacional 
susceptibles de tipificarse, según la ley penal española, 
como alguno de los siguientes delitos:

a) Genocidio.
b) Terrorismo.
c) Piratería y apoderamiento ilícito de aeronaves.
d) Falsificación de moneda extranjera.
e) Los delitos relativos a la prostitución y los de 

corrupción de menores o incapaces.
f) Tráfico ilegal de drogas psicotrópicas, tóxicas y 

estupefacientes.
g) Tráfico ilegal o inmigración clandestina de per-

sonas.
h) Los relativos a la mutilación genital femenina, 

siempre que los responsables se encuentren en España. 
i) Y cualquier otro que, según los tratados o con-

venios internacionales, deba ser perseguido en España.»
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